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    SALA LABORAL

       PEREIRA - RISARALDA




Demandante: José Educardo Salinas. 

Demandados: “Ayco Ltda.”                                         



--------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA.


Pereira Risaralda, diciembre quince [15] de dos mil ocho [2.008]. 






Acta Nº 0186 de diciembre 15 de 2.008.
Cuando son las tres de la tarde [03:00 p.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de esta Corporación, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para conocer, por vía de consulta, la sentencia del 27 de agosto de este año, proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario propuesto por José Educardo Salinas contra “Ayco Ltda.”.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,




SENTENCIA
Por apoderada el actor pretende que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, iniciado el 23 de mayo de 2005 y terminado el 15 de diciembre del mismo año sin justa causa, el cual se pactó verbalmente desde el 23 de mayo al 15 de junio de 2.005 y en forma escrita del 16 de junio al 15 de septiembre de 2.005, prorrogado hasta el 15 de diciembre del mismo año; que se declare que el 4 de junio de 2.005 sufrió un accidente de trabajo, el cual no fue reportado por el empleador; que se condene a la demandada al pago de cesantías y sus intereses, transporte, dominicales y horas extras, correspondientes al contrato de trabajo verbal desarrollado entre el 23 de mayo hasta el 15 de junio de 2.005; que se condene a la demandada a pagar al actor la suma de $12.700 diarios, a partir del 16 de junio de 2.005 y hasta que se verifique el pago, por concepto de indemnización por falta de pago de prestaciones sociales; que la demandada compense en dinero los valores que resulten demostrados por haber omitido la vinculación y pago periódico de lo que corresponde al Sistema General de Seguridad Social Integral; al pago del calzado y vestido de labor no suministrado al actor durante toda la relación laboral; lo extra y ultra petita y costas. 

Apoya sus pretensiones en los siguientes, 



1. HECHOS DE LA DEMANDA
El actor realizó labores al servicio de “Ayco Ltda.” en el cargo de auxiliar de bodega, desde el 23 de mayo hasta el 15 de junio de 2.005, por medio de un contrato verbal, percibiendo como remuneración mensual la suma de $381.000; su jornada laboral se extendía de lunes a sábado de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 2:00 p.m. a 6:30 p.m. y los domingos de 8:00 a.m. a 2:00 p.m.; durante la vigencia del mencionado contrato verbal no le fueron canceladas las prestaciones sociales, ni fue vinculado al Sistema General de Seguridad Social Integral; el 4 de junio de 2.005 sufrió un accidente laboral al descargar un camión, hecho que no fue reportado por la empresa; el 16 de junio de 2.005 suscribió contrato de trabajo a término fijo de tres meses [f.12], en el mismo cargo y devengando $382.000 mensuales, el cual fue prorrogado hasta el 15 de diciembre de 2.005, siendo informado de su no renovación el 15 de noviembre del mismo año [f.13]. En los días siguientes al accidente de trabajo, el actor empezó a sentir dolores en su espalda, por lo que debió ser incapacitado; el 13 de diciembre, el Doctor Hans Carmona, especialista al servicio de “Neurocentro” solicitó a la accionada la reubicación laboral del demandante [f.15], de lo cual se hizo caso omiso; el 14 de diciembre se ordenó una cirugía al actor [f.20]; sin embargo para esa fecha se encontraba por fuera del Sistema General de Salud, pues la empresa lo desvinculó el 15 de diciembre, configurándose así un despido sin justa causa.


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN


El 7 de diciembre de 2.006 fue inadmitida la demanda por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira [f.30], concediéndosele 5 días a la parte actora para que procediese a subsanar algunas falencias, lo cual realizó dentro del término, por lo que fue admitida la demanda el 1° de febrero de 2.007 [f.32], ordenando su traslado a la demandada, la cual respondió [f.41], aceptando sólo la suscripción del contrato a término fijo el 16 de junio de 2.005, negando los restantes hechos o manifestando que no le constan; se opuso a las pretensiones argumentando que la vinculación inicial del actor se dio bajo la modalidad de trabajo ocasional, accidental o transitorio para el descargue de camiones; que el actor nunca le notificó de la ocurrencia del accidente de trabajo; que se trató de una preexistencia la cual generó incapacidades sucesivas; no excepcionó.

Fracasó el intento conciliatorio ante la manifestación de la demandada de no asistirle tal ánimo [f.51]. Se corrió traslado de las excepciones propuestas, no hubo necesidad de medidas de saneamiento, se fijó el litigio y se decretaron las pruebas pedidas por las partes, evacuadas en las audiencias posteriores.



3. JUZGAMIENTO
Finalizado el debate probatorio, la a-quo profirió sentencia [fl. 242 y s.s.], absolviendo a la demandada de todas las pretensiones incoadas en su contra, en aplicación del principio de congruencia, toda vez que el actor solicitó la declaración de un sólo contrato de trabajo, cuando en la realidad se evidencia la existencia de dos, por lo cual se ocupó del último vínculo, el que fue debidamente terminado y liquidado; respecto al accidente de trabajo, afirma que ocurrió el 4 de junio de 2005, que no fue puesto en conocimiento de la demandada, que, además, no obra en el plenario prueba al respecto y que las incapacidades fueron concedidas por enfermedad general. Condenó en costas al demandante.
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 40 de la Ley 712 de 2001, dándose traslado común de rigor a las partes, dentro del cual guardaron silencio. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que la haga retrotraer y por ello se procede a revisar la sentencia. 

Para el efecto,



4. CONSIDERA LA SALA
Se revisa, conforme el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, con el fin de determinar si durante el decurso procesal y en la sentencia se respetaron las garantías tuitivas estipuladas. 

Lo primero que hay que decir es que quedó corregida la irregularidad en que se incurrió en primera instancia al no haber decretado la sucesión procesal de que trata el artículo 60 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 22 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989, pues ya se tenía conocimiento desde el 18 de septiembre de 2007 [f.85] que el actor José Educardo Salinas había fallecido el 16 de julio de ese año [f.86], sin que el despacho de primera instancia se hubiera pronunciado al respecto a través de providencia que, conforme al inciso 4º de la norma en mención, admite recursos.

La a-quo se abstuvo de pronunciarse respecto al supuesto contrato de trabajo verbal que inicialmente ligó a las partes, pues encontró que habiéndose solicitado en la pretensión primera de la demanda [f.2] la declaratoria de existencia de un único contrato de trabajo y estando probada la existencia de dos relaciones laborales, era su obligación, conforme al principio de congruencia, ocuparse del último en aras de resolver las pretensiones planteadas.

Aunque esta Sala considera que la redacción inicial de la primera pretensión  de la demanda no es la más afortunada, toda vez que se presta para confusiones, dentro de ese mismo numeral se hace la aclaración de que la relación laboral se desarrolló en dos etapas: la primera, por medio de una contratación verbal, entre el 23 de mayo y el 15 de junio de 2.005, la segunda en forma escrita, desde el 16 de junio al 15 de septiembre de 2.005, prorrogándose hasta el 15 de diciembre de 2.005. Es más, las pretensiones tercera y cuarta [f.5] brindan aún más claridad, pues en la primera de ellas se solicitó liquidación y pago de prestaciones sociales respecto a la primera de las relaciones y en la segunda se solicita la indemnización moratoria a partir del 16 de junio de 2.005, es decir, desde el día siguiente a la finalización del contrato verbal.

Dilucidado lo anterior, procede esta Colegiatura al análisis del material probatorio recaudado, encontrando que, aunque los testimonios de la parte demandante, como bien lo dijo la funcionaria de primera instancia, son de oídas y los de la parte demandada no brindan claridad sobre los pormenores del supuesto “primer vínculo laboral”, a folio 61 del expediente obra interrogatorio de parte absuelto por Leopoldo Orejuela Grajales, gerente de la sociedad demandada [f.61], en el cual acepta la prestación personal del servicio por parte del actor en aquella época discutida -23 de mayo a 15 de junio de 2005-, aunque agregó que se trató de un “contrato ocasional”, el cual se desarrolló entre esas fechas, con un horario de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m. y que durante ese lapso no fue afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral. Lo anterior constituye a todas luces una confesión por representante, conforme al artículo 198 del Código de Procedimiento Civil, por lo tanto obligatorio se torna declarar que entre las partes existió un contrato de trabajo verbal entre las fechas anotadas, pues no se probó por parte de la accionada esa “ocasionalidad” o “transitoriedad” en las funciones desempeñadas por el demandante, al cual le basta probar la prestación del servicio personal a favor del empleador, para tener a su favor la dispensa probatoria de demostrar la subordinación jurídica de orden laboral conforme lo preceptúa el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, subrogado por el 2° de la Ley 50 de 1990. Expresó: “A él se le solicitó que nos colaborara en el cargue y descargue de mercancía y eso fue como del 23 de mayo al 15 de junio de 2005…las horas laborales de 8:00 a.m. a 12: m y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m.”. Es más agrega el representante de la accionada que debido a que laboró bien en ese lapso fue que se decidió contratarlo a término fijo desde el 16 de junio de 2005.
Desacierta la juez de primera instancia cuando infiere la existencia de dos relaciones laborales. En realidad, refulge con toda claridad que no hubo dos contratos de trabajo sino uno solo, en razón de que no existió solución de continuidad entre el período vinculado mediante contrato verbal, y aquel en que el contrato se rigió por cláusulas escritas, entre ellas el extremo final de la relación. No es extraño entonces que las labores siguieran siendo las mismas, en idéntico sitio de trabajo y bajo la autoridad del mismo empleador. Si bien existe libertad de las partes para regular la forma de prestación de la actividad y su duración, potestad que efectivamente ejercieron como atrás se anotó, debía el patrono tomar en consideración la totalidad del tiempo servido a la hora de liquidar salarios y prestaciones, sin que se excusara en para no hacerlo que apenas el 16 de junio de 2006 se firmó contrato a término indefinido.
En vista de lo precedente, se efectuará la liquidación de las prestaciones solicitadas en el numeral 3° del acápite de pretensiones de la demanda,  toda vez que la demandada no aportó prueba alguna respecto al pago de dichos rubros (con el ajuste de que existió una sola relación laboral); se tendrá como salario el mínimo legal vigente para el 15 de diciembre de 2005, tal como se expresó en la demanda y en los testimonios recaudados [f.66,69], toda vez que se confesó de igual manera que cumplió jornada ordinaria de trabajo.
Cesantías:
Salario:
            $382.000
Subsidio de transporte: 
$44.500 
Período:

202 días
→ $426.500 ÷ 360 x 202 = 239.313.88
Intereses a las cesantías:
→ $239-313.88 x 12% ÷ 360 x 202 = $16.092.66
Subsidio de transporte:
Valor Subsidio de Transporte 2.005:

$44.500

Período: 





202 días 

→ $44.500 ÷ 30 x 202 =



$299.633.32
Dominicales y horas extras: Ha sido posición jurídica lineal de esta Sala de Decisión Judicial que en lo inherente al trabajo suplementario le corresponde a quien lo alega, en fiel aplicación del principio procesal de la carga de la prueba, obligación que consiste no sólo en su alegación sino en precisar y probar el número de horas o días laborados, porque esa concreción le permitirá al Juez determinar con exactitud el monto económico de la remuneración no pagada; si el interesado no cumple tal tarea probatoria, inexorablemente el adversario procesal saldrá airoso. Con ese referente jurídico-procesal como directriz, desataremos la controversia en tal sentido planteada.

En el hecho primero de la demanda, el actor afirmó que su horario de labores se extendía de lunes a sábado de 8:00 a.m. a 12.00 m y de 2:00 p.m. a 6:30 p.m. y los domingos de 8:00 a.m. a 2:00 p.m.; el gerente de la demandada al absolver interrogatorio de parte [f.61], afirmó que el horario cumplido por Salinas era de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m.; Herman Herlandi Almanza González [f.63] manifestó que el actor laboraba de día, pero que no conoce el horario preciso; Flor María González Velásquez [f.66] afirmó que el demandante laboraba de lunes a sábado, de 7 a 7; María Aracelly González Velásquez sostuvo que Salinas trabajaba de lunes a sábado a partir de las 8:00 a.m. sin horario fijo de salida y que ocasionalmente laboraba domingos o festivos; Darío Maya Ramírez [f.77], Carlos Alberto Pérez Giraldo [f.79] y Miguel Ángel Maury Muñoz [f.81]  aseveraron que el actor cumplía un horario de 8:00 a.m. a 12:00 m y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 8:00 a.m. a 1:00 p.m. 

En vista del panorama probatorio planteado, tenemos que el demandante incumplió la carga probatoria que le competía, pues de ninguna de las probanzas arrimadas al proceso se puede deducir fehacientemente la jornada laboral extra realmente cumplida por el demandante, razón por la cual es imposible determinar con exactitud la jornada extra cumplida, motivo por el cual no es posible acceder a esta pretensión.

PRIMA DE SERVICIOS:

Por 202 días, tiene derecho a $239.313.88 (sobre un salario base de $426.500, incluido auxilio de transporte)
VACACIONES

Como el trabajador no disfrutó de vacaciones, procede la respectiva compensación. Por 202 días, tiene derecho a $107.172.22 (sobre un salario base de $426.500, incluido auxilio de transporte).  

Indemnización por falta de pago de prestaciones sociales. Esta sanción se encuentra contemplada en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, la cual consiste en el pago de un día de salario por cada día de retardo, desde la fecha de terminación del contrato y hasta que se verifique la cancelación de las acreencias. El patrono actuó de mala fe, pues ignoró que el señor JOSÉ EDUCARDO SALINAS prestó sus servicios desde el 23 de mayo de 2005, conducta omisiva que no encuentra ninguna explicación plausible. Debía el patrono probar su buena fe, pero resulta claro que no cumplió con dicha carga. El hecho de que el contrato se hubiera documentado en su decurso con otra nominación, para nada desdibuja el desinterés del patrono en cancelar las prestaciones por la totalidad del tiempo servido. 
Por lo tanto, la sociedad “Ayco Ltda.” cancelará a José Educardo Salinas la suma de $12.733.33 por cada día transcurrido entre el 15 de diciembre de 2.005 y la fecha en que efectivamente realice el pago de lo adeudado, en razón de que no probó el pago completo de las prestaciones debidas a las finalización del vínculo laboral.
Aportes al Sistema de Seguridad Social Integral. En vista de la aceptación, por parte del representante de la sociedad demandada [f.61], respecto al no pago de aportes al Sistema de Seguridad Social Integral a nombre del actor, correspondería a la entidad demandada efectuar los aportes durante la vigencia del contrato; sin embargo, al haber fallecido el demandante el 16 de julio de 2.007 [f.86], imposible se torna efectuar pago de cotizaciones a nombre de éste, pues, la Administradora de Fondo de Pensiones no aceptaría los aportes que se realicen por un afiliado ya fallecido.

Compensación en dinero del calzado y ropa de trabajo no suministrados durante la relación laboral. De acuerdo al artículo 230 del Código Sustantivo del Trabajo, se debe suministrar cada cuatro meses un par de zapatos y un vestido de labor a los trabajadores cuya remuneración mensual ascienda hasta dos [2] veces el salario mínimo vigente, teniendo derecho a ello, sólo los empleados que hayan cumplido más de tres meses al servicio del empleador; agrega el artículo 232 de la misma norma, que dicha entrega se realizará el 30 de abril, el 31 de agosto y el 20 de diciembre. Como para el 30 de abril y el 20 de diciembre no existía vínculo laboral, procedería entonces entrega de dotaciones correspondientes al 31 de agosto, pero en vista de que no milita prueba pericial sobre su valor, la Sala se abstendrá de hacer condena alguna por dicho concepto.
En lo que respecta a la liquidación de prestaciones, a la suma de las condenas anteriores deberá restarse el valor de $350.992, que corresponde al valor de la liquidación que aparece a folio 114.
Accidente de trabajo. Alega la vocera judicial del demandante que está demostrado, por medio de los testimonios allegados al proceso, la ocurrencia del accidente de trabajo y que, en vista de que no estaba el actor afiliado al Sistema General de Seguridad Social Integral, no pudo ser reportado el accidente de trabajo.

Al contestar la demanda, la accionada manifestó que nunca fue enterada del percance sufrido por su empleado, lo cual vino a ser advertido sólo hasta el mes de septiembre de 2.005, fecha de la primera incapacidad presentada por el actor. Por su parte, Herman Herlandi Almanza González [f.64], cuñado del demandante, afirmó que éste le contó que había sufrido un accidente cargando una moto al carro, aunque no conoce más detalles al respecto; Flor María González Velásquez [f.66], suegra del actor, manifestó que Salinas le comentó que le había caído una carga encima, causándole un gran dolor en la columna, sin referir más pormenores; María Aracelly González Velásquez, esposa de Salinas, sostuvo que a su esposo se le cayó un guacal en el sitio de trabajo y que él dio el reporte a la secretaria.

Los anteriores testigos aportados por el actor, no son muy precisos en cuanto a la causa del accidente, toda vez que, como lo afirmó la a-quo, son testigos de oídas, ninguno de ellos laboraba con el demandante, mucho menos estuvieron presentes al momento de ocurrir el incidente del que fue víctima Salinas, y cada uno sostiene diferentes versiones del hecho acaecido.
La parte demandante aportó varios deponentes, entre ellos Mauricio Garcés Duque [f.74] quien afirmó que el actor un día llegó a la empresa enfermo y al descargar unas motos se quejó de un dolor, pero él cree que ya venía sentido, pues esa labor se hacía entre varias personas, por lo cual era muy difícil sufrir una lesión como la de Salinas, él le comentó que le había dado ese dolor en la columna, por lo que le dijo que lo reportara a Recursos Humanos, de lo cual hizo caso omiso, continuando en sus labores; Darío Maya Ramírez [f.77] aseveró que en la empresa se comentó que el demandante había sufrido un accidente, pero que no se enteró de más; Carlos Alberto Pérez Giraldo [f.79] declaró que el actor estaba incapacitado por un problema en la espalda, que él le había comentado que había tenido problemas alzando una moto y, hasta donde se enteró, nunca informó a la empresa del suceso; Miguel Ángel Maury Muñoz [f.81] manifestó que el actor decía que había hecho una mala fuerza y que tenía un dolor, pero no sabe si lo reportó a la empresa.

La prueba testimonial vertida al infolio brinda, en general, poquísimas luces respecto a la ocurrencia o no del accidente alegado, así como respecto a su origen o data; no milita en el plenario otra prueba que permita deducir que la causa de los padecimientos del demandante haya tenido su génesis en la labor que desempeñaba al servicio de la sociedad demandada; por otra parte, no existe calificación o certificación respecto al origen profesional de la pretendida discapacidad emitida por la EPS o ARP a las cuales estaba afiliado el actor; al contrario, se encuentran abundantes copias de las incapacidades [f.88,90,91,96,124], liquidaciones [f.94,95,97,98,99,101,103] y certificaciones [f.100,102,104,106,126] de las mismas, en las cuales consta que el problema de salud que las generaba era originado en una enfermedad general; amén, que resulta bien peculiar que al haber sufrido el actor, según él, el 4 de junio de 2.005 el accidente laboral, sólo hasta el mes de septiembre se haya expedido la primera incapacidad, lo que quiere decir que Salinas continuó laborando en el oficio de cargar y descargar camiones durante tres meses después de ocurrido el supuesto incidente.

Debido a la orfandad probatoria de la cual hace gala el proceso en este aspecto, no se cuenta con los suficientes elementos de juicio para aseverar que las dolencias padecidas por el actor hayan tenido su origen en una enfermedad o accidente de carácter profesional o laboral, por lo que es procedente absolver a la demandada respecto de dicha pretensión.

Terminación del contrato sin justa causa. 
Considerando que en realidad existió un solo contrato que tuvo vigencia entre el 23 de mayo y el 15 de diciembre de 2005, y que terminó por vencimiento del término convenido por las partes de la relación laboral, no se impondrá condena alguna por este aspecto. 
Así las cosas, se revocará la sentencia consultada y se condenará en costas de primera instancia a la parte demandada en un 50%, conforme con lo dispuesto en el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. Costas en esta Sede no se causaron por tratarse de consulta.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia recurrida. En su defecto PRIMERO: se DECLARA que entre José Educardo Salinas identificado con la Cédula de Ciudadanía N° 9.956.454 de Santuario Rda. y “Ayco Ltda.” existieron dos [2] contratos de trabajo, el primero pactado verbalmente, que se extendió entre el 23 de mayo y el 15 de junio de 2.005, el segundo, pactado a término fijo por tres [3] meses, iniciando el 16 de junio hasta el 15 de septiembre de 2.005 y prorrogado hasta el 15 de diciembre del mismo año. SEGUNDO: Se CONDENA a “Ayco Ltda.” a pagar a los sucesores de José Educardo Salinas identificado con la Cédula de Ciudadanía N° 9.956.454 de Santuario Rda., novecientos un mil quinientos veinticinco pesos con noventa y seis centavos [$901.525.96], por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, subsidio de transporte, prima de servicios y vacaciones, suma a la que deberá restarse el valor de $350.992, que corresponde al valor de la liquidación de prestaciones sociales realizada por la demandada el 15 de diciembre de 2005. TERCERO: Se CONDENA a “Ayco Ltda.” a pagar a los sucesores de José Educardo Salinas identificado con la Cédula de Ciudadanía N° 9.956.454 de Santuario [Rda] la suma de doce mil setecientos treinta y tres pesos con treinta y tres centavos ($12.733.33) por cada día transcurrido entre el 15 de diciembre de 2.005 y la fecha en la cual se realice efectivamente el pago, por concepto de indemnización por falta de pago de salarios y prestaciones al terminar el contrato. CUARTO: Se CONDENA al pago de  costas procesales a “Ayco Ltda.” en un 50%. QUINTO: Se ABSUELVE a “Ayco Ltda.” de las restantes pretensiones incoadas en su contra por José Educardo Salinas. Costas en esta instancia no se causaron por tratarse de consulta.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES







LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO








Secretaria.
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